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Dlp. Porfirio Muñoz Ledo

Presidente de la Mesa Directiva de la H. Cámara de Diputaos. _ _
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Dip. Mario Martín Delgado Carrillo P
Presidente de la Junta de Coordinación Política de la H. Cámar^^^pipu^os.
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Los suscritos diputados sin partido, integrantes de la presente LegislaturSf

nos permitimos presentar para su consideración de nuestra Agenda Legisiativa.

Dicha agenda hace particular énfasis en la promoción, garantía y defensa de los

Derechos Humanos garantizados en nuestra Constitución y que hemos venido

trabajando con la sociedad en su conjunto. A continuación se enuncian los temas

correspondientes:

tSi

o

o

o

a

en

1. Lésbico, gay, bisexuai, transexual, travesti, transgénero, intersexual y

queer.

o Salud,

o Empleo,

o Discriminación,

o Violencia,

o Crímenes de Odio.

2. Mujer/género

o Aborto Legal Universal

o Salario Igualitario,

o Vida Libre de Vioiencia.

o Discriminación,

o Derechos de Maternidad,

o Paridad en ia Crianza (Licencia de paternidad).
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O Acceso a la Educación.

3. Representación

o Reforma al Sistema de Partidos,

o Parlamento Abierto.

o

o

Candidaturas Independientes.

Participación Ciudadana.

4. Proceso de Construcción de Paz

Fiscalía Autónoma.

Replanteamiento de la Política de Drogas, promoviendo la

despenalización de las mismas y su tratamiento como Política

de Salud Pública.

Regreso de los Militares a los Cuarteles y Fortalecimiento de

las Policías Civiles.

Código Penal Único.
Mecanismo de Justicia Transicional y Constitución de

Comisiones de la Verdad.

o

o

o

o

o

5. Migración

o Migración de Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes

o Estaciones Migratorias

o Condiciones de Derechos Humanos en las Estaciones

Migratorias

o La Corrupción en el Sistema Migratorio Mexicano

6. Infraestructura y Desarrollo Urbano Sostenible.

o Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas

o Adquisición, Arrendamiento y Servicios del Sector Público

o Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo

Urbano

7. Transparencia y Anticorrupción

Trasparencia y Acceso a la Información

Sistema Nacional de Anticorrupción

o

o

8. Planeación y Construcción de Ciudadanía
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O Participación Ciudadana

o  Instituto de Pianeación y Ciudadanía

o  Instituto de Movilidad

Por lo anteriormente expuesto, manifestamos el interés en los trabajos de las

siguientes comisiones ordinarias:

A través de ia Diputada Ana Lucía Riojas Martínez:

■  Juventud

■  Derechos Humanos

■  Equidad de Género

■  Salud Pública y Asistencia Social

■  Seguridad y Justicia

■ Asuntos Eiectorales

A través del Diputado Carlos Alberto Morales Vázquez:

Infraestructura

Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial

Presupuesto y Cuenta Pública

Turismo

Desarrollo Municipal

Transparencia y Anticorrupción

Vivienda

Desarrolio Sociai

Cultura
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Sin más por el momento, reciban un cordial saludo.

Atentamente

Dip. Ana Lucía Rí artínez Dip. Car! s Vázquez
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Se anexan los documentos "PROBLEMAS CENTRALES: PRIMER DOCUMENTO"

y "Resultados del Diálogo Público AHORA - Por México al Frente".

Ccp. Coordinador del Coordinador del Grupo parlamentario Morena,

Ccp. Coordinador del Grupo parlamentario PAN

Ccp. Coordinador del Grupo parlamentario PRI

Ccp. Coordinador del Grupo parlamentario PES

Ccp. Coordinador del Grupo parlamentario PT

Ccp. Coordinador del Grupo parlamentario MC

Ccp. Coordinador del Grupo parlamentario PRD

Ccp. Coordinador del Grupo parlamentario PVEM

C.c.p. Mtro. Mauricio Farah Guevara. Secretario General de la H. Cámara de

Diputados. Presente. Para su conocimiento.



AHORA PROBLEMAS CENTRALES: PRIMER DOCUMENTO

PRESENTACIÓN

Uno de los propósitos centrales de Ahora es la construcción colectiva de un pro
grama nacional de gobierno que nos ponga en el camino de! México que queremos.
En este documento ofrecemos los ejes que estructuran y atraviesan los problemas
centrales de nuestro país.

Desde esta perspectiva y considerando que nuestra iniciativa tiene como propósito
principal impulsar la incidencia colectiva^ , proponemos un acercamiento iniciai a
partir de este documento de referencia ai estado que guarda el país a la luz de ios
desafíos centrales siguientes i) corrupción e Impunidad; ii) desigualdad, pobreza y
exclusión, una economía para el bienestar; iii) inseguridad y violencia y iv) el fracaso
de transición a la democracia y la crisis de representación política. Estos ejes serán
analizados con una perspectiva transversal de género y a la luz de los derechos
humanos.

Queremos construir una primera aproximación que dé respuesta a las necesidades

más urgentes, sumando distintas voces, perspectivas y experiencias, a partir de la
participación individual y colectiva, por medio de Círculos de discusión y delibe
ración, Consejos Promotores, así como del diálogo y la vinculación con organi
zaciones civiles y sociales. Pensamos que es a partir de una discusión incluyente y

colectiva, replanteando las fuentes de nuestros diagnósticos y las formas de aproxi

mación a los problemas, como será posible enfrentar nuestros desafíos como país.

En esta lógica, no se trata de un escrito acabado que imponga soluciones por de
creto, o que sustituya el debate necesario y la participación, sino de un documento
de referencia para que juntos y juntas iniciemos nuestra conversación.

Creemos que ante la crisis de representatividad, inseguridad y violencia, impunidad
y corrupción, desigualdad, pobreza y exclusión que vivimos en México y ante la falta
de respuestas y soluciones desde la clase política gobernante, surge la necesidad
apremiante de organizamos y afrontar estos desafíos, aquí y Ahora. La complejidad
del escenario que enfrentamos supone múltiples y muy diversos retos, por lo que

consideramos que debemos priorizar el análisis, la discusión y la construcción de
propuestas desde y para las personas que a diario vivimos las consecuencias de la
crisis.

Así, la orientación de este documento Incluye algunas de las que consideramos pre

guntas generadoras de nuestra discusión:

i) ¿Cómo enfrentamos la corrupción y terminamos con el pacto

de impunidad?

ii) ¿Cómo construimos una economía del bienestar y para

las mayorías?

iii) ¿Cómo ponemos fin a la guerra y construimos una paz duradera?

iv) ¿Cómo regresar el poder a las personas?

Esta discusión colectiva y trabajo conjunto, en un plazo de siete meses, se conver

tirán en un contrato programático de gobierno para enfrentar la crisis que vive el Es

tado mexicano. Esto quiere decir que quienes asumimos el compromiso de impulsar

Ahora, para construir una nueva representación política, también estableceremos

y promoveremos controles democráticos vinculantes al cumplimiento de este con

trato, con el objeto de terminar con la deslealtad democrática y las promesas sin

cumplir, que han sido y son una estafa a la confianza y a la participación ciudadana.
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AHORA

01 CORRUPCIÓN E IMPUNIDAD ¿CÓMO ENFRENTAMOS LA CORRUPCIÓN Y TERMINAMOS
CON EL PACTO DE IMPUNIDAD

En México, las instituciones han dejado de funcionar como un mecanismo para or

denar la vida pública a favor del interés general. En los últimos años hemos sido
testigos de actos de una creciente corrupción que ha cimbrado a ia República: el
Presidente de México y la Casa Blanca: el Secretario de Hacienda -hoy canciller- y
su casa de Malinalco; el desfalco multimillonario de recursos públicos en el Estado
de México con la compañía OHL a través de sobreprecios: las cientos de empresas
fantasma que contrataron con el gobierno de Veracruz; la privatización en favor de
amigos y familiares del Gobernador, del territorio protegido en el estado de Quin
tana Roo y el gobernador de Chihuahua con un banco propio fondeado con recur
sos públicos, son apenas un botón de muestra de lo que sucede en nuestro pais,

La corrupción política también tiene otros rostros, la condonación de miles de millo
nes de pesos en impuestos a las empresas y monopolios más ricos y poderosos del
país: el nombramiento de ministros de la Corte que actúan como empleados del
Presidente; el silencia cómplice de la oposición que a cambio de dinero y prebendas
ofrece votos y silencios indignos; la corrupción que compra columnas y editoriales
y lastima la libertad de expresión a cambio de millones de pesos con contratos de
propaganda gubernamental y la corrupción que deja a más da la mitad de las de fa
milias en México en una pobreza vergonzosa- La corrupción es el centro y la base de
la condición más dolorosa que hemos experimentado en México en los últimos años:

la violencia en sus múltiples formas, las personas desaparecidas y la muerte. Esto,
porque detrás del crimen organizado, hay un edificio de intereses económicos que
se ha insertado en el ejercicio del poder público que le da garantías de impunidad.

La corrupción implica asi el uso del poder y los recursos públicos para el beneficio
personal y privado, se trata de un conjunto de formas y mecanismos en contra de
la democracia porque rompen y pervierten la voluntad de la gente. Quizá por eso el
descarrilamiento de la transición politica ha consistido en trasladarnos de un régi
men autoritario a uno cuya moneda corriente es la corrupción.

Si bien la corrupción está presente en diversos países del mundo, incluidos los
democráticos, lo que la hace estructural en México es la impunidad con la que ésta
puede ejercerse. Lo más grave de la corrupción es que esté libre de consecuencias,
y que la impunidad sea una garantía política.

Exigir el cumplimiento de la ley y el fin de la impunidad es una tarea indispensable
pero insuficiente, porque los encargados de combatirla forman parte de un pacto
de impunidad. Las élites que integran la clase politica son los principales actores
y beneficiarios de ese pacto. En él se participa no sólo por acción, sino también
por omisión cuando, por ejemplo, se guarda silencio frente a actos de injustica o
impunidad; cuando se opta por no ver ciertos temas o no confrontar a determina
dos actores o cuando las cosas se orientan de tal modo, que lo que prevalece es el
inmovilismo político y por ello, la subsistencia de las condiciones que originalmente
se "querían" modificar.

En México la corrupción sigue creciendo en todos los niveles a causa de la impuni
dad. De acuerdo con un estudio publicado en conjunto por el Centro de Investi
gación y Docencia Económicas (CIDE) y el Instituto Mexicano para la Competitivi-
dad CIMCO) en 2015, la cifra negra de delitos de corrupción que no son castigados
es de 95%. Los sistemas de procuración e impartición de justicia son ineficaces,
primero, porque la gente prefiere no denunciar porque no confía en ellos y, segundo,



porque aun cuando se denuncia, los responsables del delito no son castigados.

Las medidas adoptadas hasta hoy son Ineficaces e Insuficientes. Las reformas y las
acciones para la Implementaclón en el Sistema Nacional Anticorrupción no han sig
nificado un cambio de paradigma en el combate a la corrupción, porque mientras

avanzamos en materia constitucional, el desarrollo legal se incumple o limita los

avances constitucionales, Por ejemplo, la autonomía constitucional otorgada a la

procuración de justicia es limitada al nombrar a titulares sin Independencia política,
siempre supeditados ai pacto de Impunidad,

Transparencia Internacional señala que México ha empeorado en la percepción de la
corrupción, obteniendo la posición 123 de 176 en el índice de Percepción de la Co
rrupción (IPC) en 2016, 28 lugares abajo que los de la última medición. En términos

comparativos, nuestra percepción de la corrupción es superior a la de la mayoría de
los países de la reglón, como es el caso de Uruguay (21); Chile (24); Costa Rica (41);

Cuba (60), Brasil (79); Argentina, El Salvador (95) y Perú (101), entre otros.

De acuerdo con el índice Global de Impunidad (IGI) 2015 -elaborado por el Centro
de Estudios sobre Impunidad y Justicia de la Universidad de las Américas Puebla

y el Consejo Ciudadano de Seguridad y Justicia- México ocupa el lugar 58 de 59

países evaluados por el índice; es decir, se encuentra en el penúltimo lugar. Nueva

mente, está por encima de varios países de la reglón como Colombia (3), Nicaragua

(6), Honduras (7), El Salvador (8), Argentina (11), Chile (14), Panamá (22), Paraguay

(24), Barbados (25) y Costa Rica (28),

En este contexto, hay miles de servidores públicos honestos en nuestro país que

todos los días viven la tragedla de ser coordinados o dirigidos por esta cíase política

corrupta. Sin embargo, las denuncias no corresponden al nivel que alcanza la co
rrupción, porque tanto quienes están en el servicio público como las personas que

no, saben que hay consecuencias más graves para quien alza la voz que para quien

comete un delito, porque eso vemos todos los días en México: la Impunidad y com

plicidad son los principios fundamentales de gobierno.

Uno de los poderes públicos menos visibles pero responsable directo de los altos

niveles de impunidad en México es el Poder Judicial. Los medios para su transfor

mación son materia de resistencias de todo signo. Incluidas las interpretaciones pro

pias que favorecen, limitan o detienen el combate a la corrupción. La Independencia

judicial en México no ha sido una agenda prioritaria en el país y además, en los

últimos años hemos experimentado un retroceso muy significativo en esta materia

cuando desde el Ejecutivo Federal y el Senado existe una disposición a no designar

como ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a las personas más

calificadas, sino a aquellas ligadas a los intereses del Poder Ejecutivo y de empresas

privadas, que a su vez cometen el mismo error en la designación de consejeros de

la Judicatura Federal.

La justicia en México criminaliza la pobreza y sirve sólo a aquellos que pueden pa

garla. El poder judicial tanto local como federal, no ha logrado acercarse a las perso

nas para ayudar a resolver los conflictos diarios, sino que ha fungido como un poder

al servicio de las elltes económicas y políticas. Hay un abismo entre los recursos

materiales y humanos y la profeslonalización de juzgadores de ¡a mayoría de los

poderes judiciales locales y el del federal, cuando son los asuntos civiles y familiares.



así como los delitos del fuero común, los que más afectan ai grueso de la población.

La opacidad del sistema de justicia en México, tanto en los procesos jurisdiccionales

como en el uso de recursos públicos y en la designación y adscripción de juzgadores,

la ausencia de mecanismos de rendición de cuentas, la incapacidad de solucionar

conflictos y ofrecer resoluciones consecuentes y eficaces con los problemas del

país, son aspectos que hacen prácticamente imposible reconocer la corrupción y la

negligencia en el poder judicial y por ello, al final, hacen posible la impunidad.

Hacemos nuestras las iniciativas ciudadanas para el combate a la corrupción que

han impulsado modificaciones constitucionales y legales; reformas que aún se en

cuentran incompletas por la resistencia de la actual dase política. Estamos conven

cidos y convencidas que sin la participación organizada de la sociedad será difícil

la transformación del país. Al mismo tiempo hemos sido testigos de la indisposición

de las élites a la Instrumentación de modificaciones indispensables en el combate

a la corrupción. En México es posible violar los propios términos constitucionales,

establecidos en disposiciones transitorias para posponer las reformas y el cambio.

Existen decenas de ejemplos al respecto, casi siempre ligados a intereses privados,

ausencia de transparencia en el uso de recursos públicos o a las responsabilidades

en el ejercicio público.

Una estrategia vinculada a la corrupción política consiste en posponer o mantener

incompletos los cambios políticos y sociales del país, Cuando después de años se

logran modificaciones y avances constitucionales en materias centrales del desarro

llo democrático, una suerte de ejercicio restaurador es empleado mediante procesos

de omisión legislativa que hacen difícil o imposible que la conquista constitucional

se materialice. Hemos sido testigos, además, de legislaciones contrarias al texto

constitucional y de designaciones y nombramiento de autoridades y responsables

políticos que dificuitan o impiden el cumplimiento de los propósitos expresos con

tenidos en las reformas. A partir de la alternancia, esta práctica se ha vuelto más

frecuente e incluso sistemática. Los instrumentos para lograr los cambios son gene

ralmente endebles y con medios limitados, mientras, en contraste, los medios para

la simulación, la omisión y el fraude a la ley, son objeto de una gran cantidad de

recursos y operadores políticos. Detrás de esta estrategia existen acuerdos, com

plicidades, omisiones y silencios, que forman parte de lo que entendemos como el

pacto de impunidad.

Propuestas iniciales

Una pregunta central aparece como hilo conductor de esta dimensión; ¿cómo ter

minamos con el pacto y con los niveles de impunidad y corrupción en el país? Ofre

cemos un primer conjunto de propuestas en esta dirección:

1. Construcción de una representación ciudadana que surja de una nueva forma de

hacer política -desde y para la gente-; es decir, una nueva mayoría que desafíe

la protección política, económica y jurídica en los ámbitos de impunidad del país

(Ejecutivo y Legislativo).

2. Nuevo mecanismo para la elección y nombramiento del fiscal general y el fiscal

anticorrupción, que garantice su imparcialidad e independencia.
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3. Revocación del mandato y desaparición del fuero a funcionarlos públicos para la

investigación de cualquier asunto vinculado con la corrupción, incluido el Presidente

de la República.

4. Nuevas reglas y recursos efectivos para la investigación de asuntos vinculados

con la corrupción en cualquier nivel de gobierno.

5. Nuevas reglas y políticas públicas que garanticen la transparencia del poder judi

cial federal y local, tanto de las resoluciones como de los procesos judiciales que les

dieron origen, mediante el acceso de todas y todos a éstos,

6. Mecanismos que garanticen la transparencia y los criterios objetivos en la des

ignación y adscripción de juzgadores locales y federales y en el uso de recursos

públicos.

7. Construcción de mecanismos de acceso, cumplimiento y evaluación judicial con

autonomía constitucional que ofrezca profesionalización e independencia judicial.

8. Desarrollo de normas y mecanismos democráticos para investigar y sancionar la

omisión legislativa.

9. Reducción de los plazos legales para la investigación de faltas y delitos vincula

dos a la corrupción.

10. Ley contra las "puertas giratorias" en puestos de alto nivel, con el objeto de im

pedir que las y los servidores públicos actúen en favor del interés de las grandes

empresas.

11. Nuevos mecanismos jurídicos para enfrentar cualquier práctica monopólica.

12. Nueva ley de salarios e ingresos máximos para los servidores públicos.

13. Reglas y recursos para garantizar la fiscalización efectiva de partidos políticos y

candidatos, particularmente de los recursos públicos y privados ilegales y de pro

cedencia ilícita. El proceso de fiscalización debe ser integral desde la competencia

política hasta el ejercicio del poder público. Cuando el ilícito se presume, debe re

alizarse una investigación autónoma y profesional con consecuencias penales para

los implicados que resulten responsables.

14. Reglamentar el artículo 134 de la Constitución, que limite la propaganda guber

namental y desaparezca los gastos millonarios que a ella se destinan y que, además,

limita el ejercicio del periodismo, condicionándolo a intereses gubernamentales y

privados,

Generación de un padrón único de beneficiarios de programas sociales, en aras de

disminuir el gasto utilizado con objetivos clientelares.

15. Impulsar mecanismos de justicia transicional, que permitan investigar y sancionar

con autonomía e independencia casos graves de corrupción y violación a derechos

humanos.



02 DESIGUALDAD. POBREZA Y EXCLUSIÓN: UN NUEVO MODELO ECONÓMICO PARA EL
BIENESTAR. ¿CÓMO CONSTRUIMOS UNA ECONOMÍA PARA LAS MAYORÍAS?

Uno de los temas sobre ¡os que tienden a coincidir las diversas opciones políticas

en México, es el de no modificar el modelo económico que ha prevalecido desde

los ochentas. En Ahora pensamos que ha Negado el momento de poner en cuestión

un sistema que no ofrece respuestas a la mayoría de las personas y que, en muchos

casos, produce el dolor cotidiano de no poder mejorar nuestras condiciones de vida.

Necesitamos pensar en un modelo que sea más justo, solidario y que enfrente la

desigualdad, la exclusión y la pobreza.

En México, más de 55 millones de personas viven en pobreza y, de éstas, cerca de

once millones y medio en pobreza extrema. Hablamos de más del 46% de la po

blación, según las cifras "cuidadosas" del gobierno federal. Casi 25 millones, aun

haciendo uso de todos sus ingresos, no pueden comprar los alimentos indispensa

bles, y cerca de 64 millones no cuentan con el dinero suficiente para alimentarse y

cubrir sus necesidades de transporte público, educación, vestido y calzado, vivienda

y salud. Esto debe cambiar.

La experiencia internacional y diversos análisis muestran que las condiciones de

vida de las personas son mejores donde existe menos desigualdad y pobreza y, al

mismo tiempo, existen vías e instrumentos que pueden modificar el actual estado

de cosas. Por ello resulta indispensable replantear el modelo económico que bene

ficia a una élite económica y excluye a cerca del 90% de las personas.

La desigualdad, la pobreza y la exclusión agravan la condición de subordinación y

vulnerabilidad de las mujeres, las niñas y los niños, los pueblos indígenas, las per

sonas con discapacidad y un conjunto de sectores históricamente discriminados.

Quienes padecen estas formas de exclusión en México no son sujetos de derechos,
no forman parte de las prioridades gubernamentales, ni de las agendas de política

pública. Viven en un país con una extraordinaria riqueza que les ha sido negada.

En México, los niveles de pobreza no se han modificado desde 1992, e! 1% de la
población -1 millón 200 mil personas- gana lo mismo que 72 millones de personas,
que conforman el 50%, Estos niveles de desigualdad son parecidos a los que el país
experimentó en el porfiriato. Un gobierno democrático debe enfrentar como una
emergencia estas condiciones, generando instrumentos que permitan a la gente

intervenir en las grandes decisiones de carácter económico, ofreciendo elementos

clave y la información que permita decidir sobre el bienestar del país. No podremos

tener una democracia completa si la gente no forma parte de las decisiones en un
momento critico como el que vivimos.

Hace más de 30 años se instauró el modelo económico que se ha profundizado por

la globalización. Se suponía que limitar la intervención del Estado en la economía
y abrir los mercados a la competencia internacional generaría mayores niveles de
bienestar; sin embargo, está ampliamente documentado que esto no ocurrió. El

consenso liberal que privó desde los ochenta amenazaba y amenaza aún con cas

tigar a los estados que, en el ejercicio de su soberanía, decidan establecer políticas

sociales y económicas que atenten contra ese modelo y ese consenso.

Uno de los grandes ejes de este modelo ha supuesto que la competitividad en térmi

nos de inversión productiva en México, se basa sustancialmente en la pauperización

de los salarios. La riqueza de unos cuantos se construye a través de la desigualdad

y la pobreza de millones.
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De acuerdo con un estudio publicado por el Centro de Análisis Multidisciplinarlo de
la UNAM en 2016, hoy, la mayoría no puede aspirar a construir un patrimonio como
el de sus padres y madres. En 29 años hemos sufrido una pérdida acumulada de más
del 79% de nuestro poder adquisitivo. En 2006 teníamos que trabajar 13 horas para
comprar la Canasta Alimentaria Recomendable -relativa ai uso y consumo diario
para una familia mexicana de 4 personas-, para 2016 casi 24 horas son necesarias
para el mismo propósito.

Para muchas personas el trabajo informal es la única opción de empleo. En esos es

pacios se favorece el condicionamiento para la formación de clientelas políticas. En
muchas de las esquinas de las calles de nuestro país donde existe comercio informal

vemos a diario a personas que son víctimas de extorsión a cambio de mantener su
fuente de ingresos, personas que no tienen derecho a la jubilación, a la salud o a la
vivienda.

El Estado mexicano ha sido doblegado y puesto al servicio de los intereses

monopólicos que representan a menos del 1% de la población. Los mecanismos de
concentración de la riqueza tienen sus fortalezas en un Estado que les garantiza

inexistencia de regulación y privilegios fiscales vergonzosos. Las élites de los par

tidos están fuertemente ligadas a las élites económicas, por ello no es extraño que

las pequeñas y medianas empresas sean golpeadas permanentemente por políticas

fiscales y económicas que distan de ser un instrumento para su desarrollo.

Es necesario, desde luego, que los niveles vergonzosos de corrupción e impunidad

sean enfrentados, pero ello no debe significar menos Estado en materia económica,
como se afirma desde hace décadas, sino uno que represente y promueva la activi

dad productiva con protagonismo e inclusión; que Impulse un modelo de desarro
llo que, en el corto y mediano plazo, construya alternativas contra la pobreza y la
desigualdad.

En realidad, el fracaso de la representación política se vuelve nuevamente contra

las personas, en este caso en términos económicos. Es necesario traducir el cam

bio democrático ai que aspiramos en una economía ligada al bienestar. Sin ello, no

existen posibilidades reales de crecimiento económico, ni siquiera en el largo plazo.

Propuestas iniciales

Consideramos que para transformar la vida de la gente tenemos que construir

condiciones para un estado de bienestar social, cuyo modelo económico atienda y

reconstruya las posibilidades de vida de millones de mexicanas y mexicanos, para
ello ofrecemos algunas de las propuestas que consideramos más pertinentes y que 'ir.teimeoxFwj.2oi6

en algunos casos han sido producto de esfuerzos de organismos internacionales'
para modificar el actual modelo económico;

1. Pagar a los trabajadores y trabajadoras un salario digno con un incremento sala

rial que modifique de forma progresiva ia inconstitucionalidad de los salarios im
puestos por décadas -considerando los efectos de la Inflación- y que permita la

recuperación del poder adquisitivo perdido y favorezca una mejor distribución de

ingresos. Los salarios mínimos deben elevarse hasta que se conviertan en salarios
dignos.



2. Mediante el uso de mecanismos y políticas públicas, fomentar la igualdad

económica y los derechos de las mujeres compensando el trabajo no remunerado,

3. Acabar con la diferencia salarial entre hombres y mujeres.

4. Crear mecanismos de democracia directa y consulta para la toma de decisiones,

políticas públicas y decisiones de política económica determinantes para la genera

ción del bienestar. El estado debe priorizar además la construcción de información

profesional y eficaz para las personas y de manera señalada para las comunidades

indígenas con relación a sus territorios y ia industria extractiva, que les permita la

toma de decisiones libre e informada, respetando y garantizando en todo momento

su derecho a la consulta previa y su autonomía.

5. Combate a la pobreza extrema no sujeto a redes clientelares, para que en un

periodo de cuatro años, quienes se encuentran en esta condición, cuenten con un

ingreso básico garantizado que les permita mejorar sus condiciones de vida.

6. Creación de una política fiscal progresiva que termine con los privilegios fiscales

que gozan las élites económicas del país. El sistema tributario debe privilegiar el

impuesto al ingreso sobre el impuesto al consumo. Dicha política debe trasladar la

carga tributaria del trabajo y el consumo hacia la riqueza y el capital; mejorando

la transparencia sobre tos incentivos fiscales; y recuperando un gravamen sobre la

riqueza.

7. Combatir la desigualdad a través de un gasto público progresivo, dando prioridad

a aquellas políticas, prácticas y gastos que permitan incrementar la inversión desti

nada a servicios sanitarios, educativos públicos y gratuitos y de capacitación para el

empleo, para así luchar contra la pobreza y la desigualdad a nivel nacional.

8. Revisión del funcionamiento y normatividad del sistema financiero y bancario en

el país estableciendo controles e impuestos a la utilidad, así como un mecanismo

sancionatorio que inhiba los cobros indebidos. Construir y desarrollar una estrategia

más eficaz para acabar tanto con la evasión y lo paraísos fiscales, como con otros

regímenes preferenciales dañinos, participando y promoviendo mecanismos de co

operación y regulación internacional en esta materia.

9. Mantener bajo control la capacidad de influencia de las élites más poderosas;

creando registros públicos de las actividades de lobby y estableciendo normas más

estrictas sobre los conflictos de intereses; garantizando la divulgación pública, gra

tuita y accesible de Información de calidad sobre los procesos administrativos y

presupuestarios.

10. Incentivar la creación de organizaciones independientes al poder político, de

modo tal que permitan la defensa de los derechos y los intereses de los trabajadores,

11. Fortalecimiento de la economía interna para hacer posible un México sobera

no y con crecimiento sostenible. La política económica debe mirar hacia México

y ser integral para, entre otras cuestiones: i) equilibrar las economías regionales

-las asimetrías económicas y desigualdades entre el norte, centro y sur deben

atenderse-; ii) modificar la visión de atención al campo mexicano que prioriza el

asistencialismo a fin de avanzar hacia una política de reactivación que coloque a la
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producción agrícola como elemento fundamental para la construcción de cadenas

productivas y el desarrollo económico y social de las familias; ill) promover una es

trategia fiscal que Impulse la creación de pequeñas y medianas empresas (PyME),

permita el crecimiento de las existentes y a la par, suponga beneficios en términos

de justicia laboral, considerando que las PyMEs concentran la mayor parte de los

empleos en México; y Iv) hacer de la ciencia y la tecnología una herramienta trans

versal para la reactivación, fortalecimiento y crecimiento de la economía a través de
las distintas ramas y cadenas productivas.

La activación de la economía interna cobra particular relevancia ante la amenaza

del gobierno de Estados Unidos de realizar deportaciones masivas de mexicanas y

mexicanos. Ello, no sólo por el hecho de que se Incrementaría considerablemente la

demanda de empleos en el mercado, sino por ¡a reducción del flujo de remesas que

permite la subsistencia de muchas familias.

12. Reencauzar el gasto público a la cobertura de servicios básicos para la población,

la creación y fortalecimiento de Infraestructura, la Inversión productiva, la Inversión

de un porcentaje del Producto Interno Bruto (PIB) en políticas orientadas a la so

ciedad de conocimiento (Investigación, Desarrollo e Innovación, l+D+l), el fortaleci

miento de los servicios básicos escolares, la eficiencia energética y la generación de

energías verdes a partir de la construcción de un Plan Nacional de Energías Renova

bles,

13. En el marco de la política de l+D+l y de la recuperación en la dignidad y genera

ción de empleo, crear incentivos que detengan la migración forzada de las perso

nas, incluyendo a nuestros académicos, científicos y profesionales, estableciendo

estímulos para aquellos que se hayan Ido y quieren regresar a nuestro país.

14. Impulso de una política de diversificaclón comercial, así como de reformas en

materia fiscal, para reducir la alarmante dependencia económica que tenemos con

Estados Unidos. Hoy, cerca del 84% de nuestras exportaciones dependen de los

términos actuales y la vigencia del Tratado de Libre Comercio de América del Norte

(TLCAN) -hoy en riesgo- y, principalmente, de Estados Unidos, a quien enviamos

el 81% de todo lo que vendemos en el mercado mundial; y lo mismo ocurre con las

Importaciones, pues casi el 50% de lo que compramos está regulado por el TLCAN

y, de este porcentaje, el 46% corresponde a lo que importamos de ese país. Por ello,

la creación y consolidación de nuevos socios comerciales es un elemento necesario

para una estrategia de desarrollo eficaz.
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03 DE LA SEGURIDAD "DESDE ARRIBA" A LA SEGURIDAD "DESDE ABAJO":

¿CÓMO PONEMOS FIN A LA GUERRA Y CONSTRUIMOS UNA PAZ DURADERA?

México perdió el rumbo en materia de seguridad y violencia. Dada su elevada tasa

de homicidios violentos, el país está colocado en el umbral de violencia endémica,

según clasificación de la Organización Mundial de la Salud. El más alto registro de

este fenómeno ocurrió en el 2011, alcanzando una proporción de 24 homicidios por

cada cien mil habitantes. Tres veces más homicidios violentos registrados entre el

2007 y el 2011, luego vino una reducción temporal y ahora atestiguamos un nuevo

Incremento que, según proyecciones recientes, permitiría que la cifra alcanzada en

2011 se repita en 2017,

Antes de que surgiera la medicina moderna, a los enfermos se les desangraba es

perando que llegara la cura, independientemente de que no se tuviera idea por

qué. Las políticas públicas en seguridad y violencia en México, aún a principios del

siglo XXI, hacen algo muy parecido, se diseñan e implementan sin el conocimiento

necesario y se espera que lleguen las soluciones. Véase si no. Un mapeo reciente de

proyectos de reducción de homicidios en América Latina y El Caribe, no encontró en

México esfuerzo alguno con evaluación de impacto documentada.

Es probable que ningún otro país en la región haya incrementado tanto su gasto

público en materia de seguridad en las últimas décadas, Ei Sistema Nacional de Se

guridad Pública, puesto en marcha en 1996, sin duda registra un flujo interminable

de fondos distribuidos hacia buena parte del país, pero ni de lejos enseña el cum

plimiento de ios fines para los que fue creado. Mientras en las más de 40 sesiones

del Consejo Nacional de Seguridad Pública, gracias al voto de las y los goberna

dores y de los representantes del Ejecutivo federal, todos los acuerdos han sido

unánimes, el promedio nacional de homicidios violentos se triplicó.

No ceden la alta proporción de victimas de todo tipo de delitos, la extendida per

cepción de inseguridad, la rampante subdenuncia y la masiva desconfianza social

hacia las instituciones. Seis años continuos de la Encuesta Nacional de Victimización

y Percepción sobre la Seguridad Pública de INEGI así lo confirman. Siete de cada 10

adultos se sienten inseguros y hay entidades donde así le sucede prácticamente a

la totalidad de ellos.
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Se sabe desde hace mucho que la gran mayoría de los delitos violentos no son

castigados. La impunidad es crónica, es masiva y es motor de la repetición de la

violencia, Y esta violencia incontenible proviene a la vez de actores estatales y no

estatales. La gente es golpeada por un racimo de amenazas y daños que incluye por

igual delitos graves y violaciones graves a los derechos humanos, Ei embate abarca

homicidios, feminicidios, robos con violencia, extorsiones y secuestros; pero tam

bién incluye la tortura, la desaparición forzada y la ejecución, todos en proporción

generalizada, según lo han reportado de manera frecuente los relatores correspon

dientes del sistema universal de protección de los derechos humanos de la Organi

zación de las Naciones Unidades,

Ante la violencia, la principal respuesta de la autoridad ha sido usar la fuerza pública,

A más violencia, más violencia pública: el camino más fácil para los gobiernos, pero

el más doloroso para la población. El camino de la indiferencia política, por la sencil

la razón de que esa vía no requiere invertir en la construcción y aprovechamiento del

conocimiento basado en la evidencia empírica para aplicar las soluciones modernas

que reduzcan la violencia^.



Cuando por fin se diseñó un programa nacional para la prevención social de la vi
olencia y del delito (PRONAPRED 2012-2018), justamente inspirado en enfoques
del aprendizaje internacional más avanzado, a los 4 años se decidió quitar el sub
sidio federal, neutralizando así su maduración, Al final, no se hizo lo necesario para
acumular un primer grupo de casos documentados de reducción de la violencia, al
menos prometedores. Se gastaron los recursos, pero no llegaron los resultados. El
peor de los mundos; la indiferencia política destruyó la decisión que implicó la may
or oportunidad para la prevención social en la historia, justo cuando en el mundo se
publican más casos de éxito asociados a ella que nunca.

Cuando algo no se estudia, se cometen errores y se repiten los errores. La tendencia
de la autoridad en nuestro país es reducir la complejidad del problema. Por ejem
plo, mientras en México todavía hay quien asegura que la mejora en el desarrollo
económico por sí misma necesariamente reduce la violencia, el conocimiento más
avanzado confirma lo contrario^

Respecto a la fuerza pública, el asunto es mucho más grave, pues a través de su
ejercicio la policía produce conflictos de manera regular; es un síntoma extremo de
la resistencia política que viene negando la verdadera profesionalización de la insti
tución policial. La mayor parte del país no cuenta con leyes, reglamentos, protocolos
ni estándares de uso de la fuerza policial. La más delicada atribución de la policía no

es ejercida adecuadamente y eso la lleva a los extremos de la fuerza insuficiente o
excesiva, produciendo así víctimas en las comunidades a las que debería proteger,

en especial las que están en las peores condiciones de vulnerabilidad, al tiempo de

colocarse también la policía en posición de víctima, dada su incompetencia para

asegurar un estándar adecuado de auto protección.

La fase superior de la preeminencia en el uso de la fuerza pública ante la violencia

es la militarización de la seguridad. La propuesta de ley de seguridad interior es el

intento de normalizar la intervención militar en tareas policiales y de procuración de

justicia. Esta vía podría ser calificada como la más grave amenaza involutiva para
el Impulso reformista reciente a favor de los derechos humanos en México, pues la

evidencia confirma que las intervenciones federales policiales y militares en auxilio

de las autoridades locales, en realidad, producen más violencia.

Por otra parte, la desconfianza generalizada hacia la autoridad en México -y entre la
gente- provoca daños especialmente perniciosos en el ámbito de la seguridad. En

regímenes democráticos, según la experiencia internacional, la reducción de riesgos,

temores y daños pasa por la acción colectiva; sin embargo, no hay acción colectiva
posible donde domina la desconfianza. Aquí es donde se advierte con claridad el
daño provocado por la fractura entre la sociedad y la policía en nuestro país. Es con

ocimiento explorado que incluso la mejor policía por sí misma no puede resolver la

violencia, pero igual se tiene claro que sin una policía profesional que esté del lado

de los ciudadanos, es imposible lograr ia reducción sostenida de dicha violencia.
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El sistema político mexicano puso a la policía de origen del lado de la protección de

los gobiernos; por eso ahora uno de los más grandes desafíos es rediseñarla desde

su mandato y hasta sus bases organizativas y operativas, colocándola donde siem

pre debió estar; en funciones de servicio y protección a los gobernados.

Es un hecho que México perdió el rumbo en materia de seguridad y violencia. La



pregunta es entonces la más básica de todas: ¿qué seguridad queremos? Tal vez

ayuda clarificar primero cuál es la seguridad que no queremos. No queremos una

"seguridad" que restrinja y dañe ios derechos humanos, comenzando por ei derecho

a la vida. No queremos una "seguridad" que pueda justificarse a sí misma aún si hay

más violencia letal y no letal. Queremos entonces, y por ahí debemos empezar, una

seguridad que sea herramienta para amplificar la promoción y la protección de to

dos ios derechos para todos y todas, y favorecer una mejor calidad de vida.

No funcionó la seguridad construida "desde arriba". Esa "seguridad" protege los

intereses de quienes toman las decisiones en las élites públicas y privadas. Esa "se

guridad" se pervierte a favor de intereses y complicidades con los poderes de facto.

Se le suele promover bajo la etiqueta de la "seguridad de las instituciones". Es así,

por ejemplo, que una institución policial puede recibir ios recursos que necesita para

operar, independientemente de que la gente a la que debe su servicio confíe o no en

ella. La institución está "segura" pero la gente no. Aquí aparece la evidencia tai vez

más contundente del paradigma de la "seguridad desde arriba"; la disposición de

ios recursos públicos para sostener ei aparato burocrático, no pasa por ¡a evaluación

de la confianza hacia ei mismo, por parte del beneficiario final: las personas.

Hay que "voltear" ei paradigma, colocando al ciudadano en ei centro de la seguri

dad. Se llama justamente seguridad ciudadana y prevención social y comunitaria del

delito y sólo funciona si ei gobernado vive, en términos razonables, libre de riesgos,

temores y daños.

Este nuevo paradigma es incompatible con cualquier formato ideológico que, por la

vía de la etiqueta de la seguridad de las instituciones, legitimada por la denominada

razón de Estado, la llave que abre la puerta a la limitación del ejercicio y garantía de

los derechos humanos, precisamente en beneficio de una dimensión "superior": El

Estado mismo, uno que ya no protege a las personas que lo conforman.

Los gobiernos con tendencias y principios democráticos han recurrido al modelo

de la seguridad ciudadana para enfrentar los desafíos de la inseguridad, tratando

de recuperar la confianza en las instituciones, mejorar la percepción de seguridad

y fortalecer la participación comunitaria en la materia. Se trata de políticas públi

cas que privilegian la prevención como una de las estrategias que inciden en la

conformación de ciudades, sociedades, lugares y comunidades más seguras, más

vivibles, más disfrutadles y que brindan las condiciones para mejorar ía calidad de

vida de sus habitantes, sin focalizarse únicamente en la contención y control del

delito común o la penetración de las organizaciones de la delincuencia organizada,

sino en el reconocimiento de la pluralidad de violencias que se ejercen en las diver

sos ámbitos de la esfera social-comunitaria.

La evidencia muestra que la violencia no es inevitable. Es posible proteger a las per

sonas, las familias y las comunidades. No existe una receta única frente al fenóme

no de la violencia y de la inseguridad. El enfoque epidemiológico de la violencia

ha inspirado diversas intervenciones desde la perspectiva de la salud pública. Para

ésta, en la génesis de la violencia intervienen una serie de factores precursores (de

riesgo), detonadores (amenazas), y de contención y respuesta (resiliencia). Cuando

el trabajo se enfoca en la disminución de los primeros y la consolidación de los se

gundos, es posible disminuir la violencia y la actividad delictiva.



La prevención social y la comunitaria buscan establecer mecanismos que eviten la

aparición y desarrollo de acciones violentas (el delito manifestándose como una

representación de ésta). La evidencia muestra que estas políticas deben tener como

característica la focalización territorial, poblacional y temática para lograr impactos

efectivos (es decir, que perduren con el paso del tiempo después de la intervención);

también, que debe de partirse de un diagnóstico participativo en donde la comu

nidad aporte en la jerarquización de las problemáticas y las acciones a emprender;

y que los resultados generados, además de reducir la violencia, tienen el potencial

de promover la solidaridad, el fortalecimiento de las prácticas democráticas, la co

hesión social y, por ende, la consolidación de la gobernabilidad.

Esto se sabe bien ahora porque existe la evidencia disponible suficiente, justamente

a propósito del uso creciente de la evaluación de impacto, tendencia que aún no

llega a México. Las políticas de seguridad construidas "desde abajo" son igualmente

evaluadas "desde abajo", de esa manera, es imposible que el gobierno se cuente

una historia mientras los gobernados se cuentan otra. Esto es construir la seguridad

"desde abajo". No desde el interés del tomador de decisiones y el grupo político

al que representa, sino de los beneficiarios últimos de la política pública: las y los

ciudadanos.

Un ejemplo final para ilustrar tamaña contradicción; El universo criminal que la au

toridad reconoce equivale al diez por ciento o menos de los delitos, dada la subde-

nuncia promedio nacional superior al 90%. La seguridad "desde arriba" pretende

intervenciones eficaces a partir sólo de lo que se denuncia, mientras tanto el ciclo

de multiplicación de las víctimas continúa sin siquiera considerar la posibilidad de

denunciar, condenadas permanentemente a la desprotección y al imposible acceso

a la justicia.

México perdió el rumbo en materia de seguridad y violencia. El colapso y la nece

saria reconstrucción de las políticas públicas implican nada menos que un cambio

de paradigmas.

Propuestas Iniciales

A la luz de este diagnóstico, consideramos que el eje central para atender los de

safíos que enfrentamos en materia de seguridad es modificar el paradigma de la

política de seguridad a fin de que atienda a los principios y objetivos de la seguridad

ciudadana.

1. Creación de un consejo autónomo profesional para impulsar la redefinicíón del

modelo que rige la política de seguridad en el país con un enfoque de derechos hu

manos y una perspectiva de seguridad ciudadana. Este consejo deberá garantizar,

entre otras cosas, la implementación de una evaluación ciudadana (evaluación "des

de abajo"), que permita identificar el impacto, eficacia y eficiencia de sus acciones y

programas a la luz de la disminución de riesgos, temores y daños.

2. Redefinición de las estrategias de seguridad pública y de la capacitación y profe-

sionalización de los cuerpos policiacos a partir del concepto de seguridad ciudada

na que en verdad logre instituciones policiales eficaces y confiables.

3. Desarrollo de políticas públicas de prevención social y comunitaria que reconoz-



can la diversidad del fenómeno, tanto en términos territoriales como en grupos y

sectores de mayor exposición.

4. Las distintas fuerzas de seguridad pública deberán definir sus intervenciones a

partir del análisis no sólo de la denuncia, sino también de la subdenuncia.

5. Regresar a las fuerzas armadas a su función constitucional, a través de un plan de

regreso escalonado a sus cuarteles.

6. Los presupuestos públicos en materia de seguridad deberán atender, entre otros

aspectos, los resultados de! sistema de evaluación ciudadana.

04 EL FRACASO DEL MODELO DE TRANSICIÓN A LA DEMOCRACIA Y LA CRISIS DE
REPRESENTACIÓN POLITICA. ¿CÓMO REGRESAMOS EL PODER A LAS PERSONAS?

Los procesos de transición pacífica a la democracia implican una tensión entre con

tinuidad y cambio que exige la construcción de un conjunto de acuerdos entre ad

versarios políticos- Hay una diversidad de experiencias históricas al respecto, pero

en ellas siempre aparece la necesidad fina! de una ruptura con el antiguo régimen.

En la experiencia de nuestro país, el proceso ha permanecido durante décadas

sometido a la dinámica de la alternancia y la competencia política sin !a posibilidad

de concretar un nuevo régimen.

El modelo de transición a la democracia apostó sistemáticamente por reformas

electorales como el instrumento privilegiado del cambio político del país, sin em

bargo. la alternancia no supuso construcción de un nuevo acuerdo. La transición no

llega a su fin porque no hay un momento constituyente, un nuevo acuerdo social.

El cúmulo de reformas constitucionales y legales orientadas al perfeccionamiento

del sistema político-electoral mexicano y sus instituciones, la alternancia en los tres

órdenes de gobierno y los avances en materia de pluralidad política y partidista en

la integración de los Congresos, resultaron insuficientes para garantizar el proceso

de cambio político y el arribo a un régimen democrático.

El país vive una crisis de confianza en las instituciones y en los partidos. La distancia

entre representantes políticos y el electorado es extraordinaria. El sentimiento de no

representación se ha colocado en el corazón de nuestros desafíos democráticos y

constituye buena parte de los motivos por los que surge la necesidad de construir

una plataforma como Ahora.

La ausencia de compromisos democráticos que prevalece en las cúpulas partidistas,

los escándalos de corrupción en los gobiernos emanados de las distintas fuerzas

poiíticas y la impunidad de un sistema de justicia rebasado e ineficaz, han llevado

a la representación ciudadana a una crisis que nos obliga a redefinir el esquema de

protección y exigencia constituciónal que regula a los partidos políticos.

El sistema de partidos políticos en México está corrompido y es un agente corruptor

del sistema político-electoral. Este hecho, aunado a la falta de credibilidad y con

fianza que las personas tienen en los actores que participan en la vida política del
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país, obliga a Instrumentar mecanismos para que las mexicanas y mexicanos partici

pen de forma directa y efectiva en las decisiones partidistas de mayor relevancia, a

fin de combatir la falta de legitimidad de los procesos electorales como vía eficaz

para la solución de nuestros problemas.

Es urgente que la ciudadanía decida qué mujeres y hombres de verdad los represen

tan y, en consecuencia, deben ser abanderados por los partidos políticos para con

tender por los cargos de elección popular en disputa. Sin candidatas y candidatos

con efectivo respaldo ciudadano, las elecciones no pueden ser consideradas libres,

auténticas y democráticas. Los procesos internos de los partidos políticos en Méxi

co son, en el mejor de los casos, disputas cupulares entre corrientes y, en la gran

mayoría, un ejercicio de simulación política. Mientras todas y todos sostenemos con

recursos públicos a los partidos, sólo unos cuantos determinan sus candidaturas.

Entender a los partidos políticos como entidades de interés público -como lo esta

blece la Constitución- supone entender que son instancias centrales para el ejerci

cio de nuestros derechos; organizaciones que financiamos con los recursos de todas

y todos. Por ello, se vuelve indispensable que la selección de sus candidaturas sea

un proceso democrático que incluya a la ciudadanía.

Los partidos políticos pertenecen a las personas y no a las cúpulas que los man

tienen secuestrados. Su condición constitucional los vuelve entidades privilegiadas

para el acceso al poder y la representación política. Un primer paso para devolver a

la gente el poder de decidir es garantizar que participen en los procesos de elección

de las candidatas y candidatos de los partidos políticos que habrán de representar

los en las contiendas electorales, mediante elecciones primarias.

En este sentido, no son fortuitos los limites y dificultades legales y materiales im

puestas a las candidaturas independientes como vía de la representación política;

tienen como propósito, que las élites de los partidos no pierdan el monopolio de

las candidaturas en la boleta electoral. En México, los requisitos para conformar un

partido político' son mucho más sencillos que para ser candidato independiente',

pero "casualmente" la última reforma electoral en 2014 limitó la posibilidad de con

formar partidos políticos al año posterior a que se elija al Presidente de la República.

Es decir, los actuales partidos cerraron la puerta al derecho de asociación política

por la vía partidista y trataron de volver engorroso y difícil las posibilidades de las

candidaturas independientes.

Mientras en una candidatura independiente a la Presidencia de la República se exige

el apoyo del 1% de quienes conforman la lista nominal del país y el mismo porcentaje

en al menos 17 entidades federativas, y el apoyo del 2% de la lista nominal de un

estado o un distrito para ser candidato a senador o diputado federal en periodos de

120. 90 y 60 días —según corresponda—, para conformar un partido político nacio

nal que puede presentar candidaturas a cualquier puesto de elección popular, tanto

en elecciones federales como locales, se requiere el apoyo de solo 0.26% del padrón

electoral en el plazo de un año.

Por lo tanto, si legalmente fuese posible solicitar el registro de un nuevo partido

político, se requeriría el apoyo de 223.936' personas, mientras que para ser candida

to a ia presidencia por la vía independiente se requiere de al menos 849,255' y para
tener candidatos al Senado y a los 300 distrito electorales 1,698,510'° personas. Esto

* L» bl Dirrofo <>41 dn<cu1a

10 d« la Uy C«j*iwal (ido) PeN(ie«
Id como fe<]víUM pdfé qu« une dsociaS'ón

duOJdJnot 14 r*3i»tr4 cerne peUdo políbco
'ceniar een mllmiblónMscn per

IQ ni4r>M wirM« fntiaedes federeliveve b«en

t«ner niiliientoi.4n per tomen»
doidento) d>ttritos «lectoralet unlnomlndles.

los eunics coni»r con oredenólal patd
veta' «n clieh« entidad oalttriio, según sea el
caso bajO ninguna ccrcunsiancla, el numeio

total de sutrnilit^r^tes er> el D9>s podrá ser
Inferior «i O ?C por cicnio del oedrCn electoral

federal qge haya sido uMli?ado en la elección

federal ordinaria Irunediata anterior ala pre

sentación déla soicitud deque se trate*

' EI nImer párrafo del articulo ̂ *71 de la Ley
Ceneral de lnstiiuc>ones y Procedirrventos

Electorales eitaOlece que para abfener el
roqMtro de uro candidarura de Ptes^denie
de la RepubKa se d<be<4 cbcer>e''orando

meocs la firma d4 uno cantidad de cjudada-

nps eqU'Vakrite aM ̂  de la Vsta nominal de

«laclare« con cort« al 31 de ag»to del año
firevie aI de la elecddn y estar intentada pe
electores de por lo menos diecisiete «niidades
íederaiivav qv sumen cuartdo menos t)

de crudadanct que fVggren «n la Irtla nominal

de «lectores en cada ur^a de eiüs*.

* ES drrcir. el C.2CH del podrón eleetoral federa I
gue. al coriu <jn117 de rnarzo de 2017,corre

sponda 4 dA129 390 personas

° Este rsO moro Corrcsoondo aH H de la lista

nommal federal que. al 17 de marto de 2017.
corresponde a 923.523 personas,

' Eourvate al 2% de la litu nominalfiadesal
antes rafiasda



AHORA

significa que en el núcleo de nuestros problemas democráticos está la exclusión no
sólo a ser votado, sino a participar activamente en la selección de candidatos.

Asi. quienes llegan a las boletas electorales y aspiran a la Presidencia, el Senado, la
Cámara de Diputados, las gubernaturas, los congresos locales, las alcaldías y ca

bildos, establecen sus lealtades políticas no con quienes votan por ellos, sino con
quienes les permiten llegar a la boleta. No resulta extraño entonces, que respondan

a esos intereses y no a los de las personas. Los compromisos adquiridos y el inter

cambio de "favores" rigen las campañas electorales y, después, la gestión de los

asuntos y recursos públicos.

En esta lógica es indispensable poner fin a las condiciones que impiden la partici

pación de la gente mediante la obligación de celebrar elecciones primarias para la
selección de candidaturas; elecciones organizadas por la autoridad electoral nacio

nal, que garanticen el ejercicio libre del sufragio y que hagan vigente el principio
fundamental de que las decisiones de ios partidos políticos y los gobernantes sólo

deben de estar vinculadas a la aprobación ciudadana. La lealtad y rendición de

cuentas debe ser con las mexicanas y mexicanos y no con las élites económicas y

políticas que pactan y actúan en contra del bienestar del país, haciendo prevalecer
sus privilegios.

Este escenario hace indispensable replantear aspectos medulares de la actual forma

de gobierno, entre ellos, la relación entre poderes y el régimen que ha prevalecido
en México antes y después de la alternancia: el presidencialismo.

Dos elementos siguen constituyendo el eje del dominio de este poder central sobre
las entidades de! país: por un lado, en un contexto de deterioro institucional sin
precedentes y de márgenes de corrupción alarmantes, el sistema de coordinación
fiscal, la recaudación de los impuestos y. con ello, las posibilidades y la viabilidad
de un gobierno a nivel local o municipal, siguen dependiendo de modo central del
Poder Ejecutivo Federal; por otra parte, en un clima de inseguridad y violencia cre

ciente, las fuerzas policiales y militares a nivel federal a cargo del Poder Ejecutivo

Federal constituyen el elemento esencial para dar respuesta a uno de los deberes
fundamentales del Estado: la seguridad ciudadana.

Debemos provocar Ahora una reflexión en torno al tipo de régimen que conviene a
las circunstancias actuales del país. Ello supone, incluso, la posibilidad de analizar la
pertinencia de transitar a un régimen parlamentario, como ocurre en la mayor parte

de las democracias consolidadas del mundo. El Parlamentarismo es un sistema que

puede generar mejores condiciones de posibilidad para la construcción de una tran
sición pacifica frente al descarrilamiento de nuestra democracia. Esto, a condición
de que, además, el poder legislativo del país, excluya la posibilidad de la sub y sobre
representación. Hoy con menos del 25% de los votos se puede obtener la presiden
cia de la república y desde esa minoría lograr el control de un poder inmenso, no
sólo frente a los otros poderes, sino sobre otros niveles de gobierno.

La evidencia de ios últimos 30 años ha mostrado que la división de poderes a nivel

local prácticamente no existe y la llegada del PRI en 2012 ha supuesto, además, la
ausencia de contrapesos de oposición a nivel federal.

La pluralidad creciente y diversidad política nos coloca en un escenario que in-
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centiva el análisis de un modelo parlamentario que permita con mucha mayor efi

cacia poner límites al Poder Ejecutivo Federal, particularmente, en relación con la

procuración de justicia en nuestro país, el modelo económico y las modificaciones

al sistema político. Ahora, con independencia de la toma de decisiones respecto del
régimen político, es indispensable resolver y construir incentivos para que las diver

sas fuerzas políticas alcancen acuerdos en beneficio de las personas.

El pacto de impunidad que rige la forma de gobierno en México tiene parte de su

origen en el inmovilismo político provocado por un sistema de gobierno en el que

una minoría del país concentra todo el Poder Ejecutivo Federal. Ello permite tam

bién que las fuerzas políticas que no han resultado ganadoras en las contiendas

electorales carezcan de incentivos para hacer del respaldo ciudadano que obtu

vieron en las urnas, un mecanismo eficaz para la construcción de acuerdos con el

Ejecutivo Federal o, incluso, para ser partícipes del ejercicio del poder público.

De este modo, y a partir de la creciente fragmentación de las opciones políticas,

aparece como deseable el cambio hacia un régimen parlamentario que obligaría a

ios partidos políticos representados en la Cámara de Diputados, al soberano, a que

la atención de las demandas que comprometieron con sus electores no se pospon

ga por décadas en perjuicio de la eficacia de la democracia como un mecanismo

para atender los problemas de la sociedad. Si la formación de gobierno depende de

varias y distintas fuerzas políticas, ello sería un poderoso incentivo contra el inmo

vilismo.

Propuestas Iniciales

El país requiere la reconducción del cambio democrático frente a un modelo y un

proceso que han sido interrumpidos. En esta lógica, las primeras propuestas que

ofrecemos buscan recuperar la representación política como mecanismo de trans

formación de la relación entre instituciones y personas. También planteamos la

necesidad de un cambio de régimen como instrumento para la construcción de un

nuevo acuerdo político que ponga fin no sólo al pacto de impunidad y el inmovilis

mo político, sino a las posibilidades latentes de regresión autoritaria.

1. Reformar la legislación para que las y los candidatos que lleguen a la boleta hayan

sido previamente elegidos en elecciones primarias organizadas por la autoridad

electoral en un mismo día y con ia participación de todas las personas inscritas en

la lista nominal a puestos de elección popular, no pudiéndose establecer barreras

de acceso a la competencia a militantes y a aquellas otras personas que estatutaria

mente puedan competir en la elección primaria. Si todos y todas financiamos los

partidos, debemos poder participar en ia elección de candidatos y candidatas a los

distintos puestos de elección popular bajo el principio una persona un voto con el

partido o la candidatura que simpaticemos.

2. Reformar ia constitución y la ley para que el financiamiento público que reciben

los partidos políticos para sus actividades ordinarias permanentes se fije con base

en el número de personas que votaron en la última elección de diputados federales

o locales, según sea el caso.

3. Reformar la legislación para que aquellos partidos cuyas sanciones sean mayores

al 10% de sus prerrogativas públicas ordinarias anuales les sea suspendido el finan-



ciamiento los siguientes 12 meses.

4. Abatir ei problema de la sub y sobre representación en el Poder Legislativo exige

un sistema de proporcionalidad pura a través de listas abiertas, que permita una

exacta representación de ía voluntad ciudadana y, de este modo, poder combatir la

artificialidad de la representación política vigente.

5. Flexibilizar la temporalidad establecida en la legislación para la creación de nue

vos partidos políticos nacionales y locales, generando mecanismos para obtener

financiamiento en función de los resultados.

6. Redefinir el financiamiento y los topes de campaña de los partidos políticos y

candidatos, de modo que se garantice que el dinero público y privado no sea el

factor determinante de la competencia política.

7. Redefinir el sistema de fiscalización de los partidos políticos y candidatos de

modo territorial, para garantizar una fiscalización efectiva de los recursos y, al mis

mo tiempo, eliminar barreras de entrada a la competencia política.

8. Establecer que todos calendarios electorales faltantes sean coincidentes con las

elecciones federales. Así como establecer que todos los calendarlos electorales

sean coincidentes en los periodos de campaña.

9. Establecer al INE como única autoridad administrativa en materia electoral en

todo el país.

10. Reducir el número de apoyo requerido para el registro de las candidaturas in

dependientes, generando mecanismos para que tas firmas necesarias puedan ser

otorgadas a distancia mediante el uso de tecnologías de la información y la comu

nicación.

n. Reconstruir el proceso de transición a la democracia a través de una nueva repre

sentación política y del tránsito de un sistema presidencialista -como en el que

nos encontramos- a uno de carácter parlamentario, que genere las condiciones de

posibilidad de un nuevo proceso constituyente para el país. En dicho sistema de

berán incluirse mecanismos como el de revocación de mandato, moción de censura,

plebiscito y referéndum.

12. La constitución de un nuevo contrato social mediante un nuevo proceso consti

tuyente que incluya mecanismos de democracia directa.
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México es un país megadiverso, la riqueza de su cultura tiene una íntima relación

con su diversidad biótica y climática, tanto en tierra firme como en sus cuerpos de

agua interiores, mares y océanos. Por otra parte, en ei proceso de desarrollo del

estado mexicano y especialmente durante ios últimos 40 años, se ha privilegiado un

modelo cultural monciíngüe y una sola forma de relación con ei territorio: la

extracción de materias primas y el fomento a la producción agropecuaria que

puedan insertarse en las cadenas de valor de la economía estadounidense. Este

modelo de desarrollo aunado a un estado de derecho débil y opaco, disminuyó

gravemente nuestro patrimonio natural y ha abandonando el equilibrio necesario

para cubrir las necesidades del presente sin afectar la capacidad de las futuras

generaciones para atender sus propias necesidades. Hoy, a este modelo deficitario,

se suman ios efectos del cambio climático que amenaza a nuestras ciudades, com

promete nuestros ecosistemas ya significativamente deteriorados y hace más

vulnerable la producción agrícola, Todo ello da cuenta que nuestro país está

encaminado a una severa crisis socioambiental,

En este escenario y con objeto de construir una agenda verde de política ambienta!

ahora, se han identificado los siguientes problemas centrales:

A. Las políticas públicas de desarrollo actuales dejan de lado ei uso racional y

sostenibie para lograr una adecuada conservación del patrimonio natural y han

generado una severa degradación en ios sistemas naturales del país.

B. La deforestación sigue siendo una de las principales causas de pérdida de

bosques, selvas y masa forestal.

C. La minería a cielo abierto se ha convertido en una de las actividades extractivas

de mayor impacto ambiental y representa una gran amenaza para la salud y biene

star de los habitantes locales.

D. Alrededor del 25% del territorio nacional ha sido concesionado para la

exploración y/o explotación de yacimientos minerales a corporaciones transnacio
nales, que en muchos casos, operan fuera de los estándares de su país de origen.

E. El avance anárquico de las ciudades es un factor de importancia creciente en ei

deterioro ambienta!, el agotamiento de recursos y ei deterioro de la calidad de vida

de la gente.

F. Un factor que acompaña a la urbanización desordenada en muchas ciudades

medianas y grandes es la mala calidad del aire, con el consecuente riesgo a la salud

de sus poblaciones. La mala calidad del aire dejó de ser un probiema propio de la

ciudad de México, para convertirse en uno de escala nacional.

G. Hay importantes deficiencias en el manejo de residuos sólidos urbanos, peligro

sos y de manejo especial, si bien en los centros metropolitanos la recolección

alcanza el 93%, en ciudades chicas dicha recolección ronda el 26% y en poblaciones

rurales el 13%. Los porcentajes de reciclaje (5%) y disposición en sitios autorizados

(74%) siguen presentando brechas que requieren atención.



La gestión del agua es un problema crítico a nivel nacional, tanto por el agotamiento

creciente del recurso como por la contaminación aguda que sufre. La mayoría de ios

mantos acuíferos se encuentran sobre explotados y prácticamente todas las cuen

cas hidrológicas tienen algún grado de contaminación preocupante. Decir que esta

mos en la frontera de una crisis severa de agua no es una exageración.

i. Los impactos ambientales negativos de la agricultura y la ganadería tecnificadas

son significativos. El avance de la frontera agropecuaria se sigue dando a costa del

desmonte de bosques y selvas de gran riqueza biológica.

J. En el caso de las costas y aguas marinas patrimoniales de México, la pesca

extractiva sin control sigue siendo una práctica común que amenaza o ya ha extin

guido a un gran número de especies marinas, como la vaquita marina en el alto

golfo de California.

K. La debilidad normativa y complejidad jurídica para la defensa del patrimonio

natural, ha hecho que proyectos claramente lesivos para el ambiente sean aproba

dos e Incluso subsidiados por distintos órdenes de gobierno.

La construcción de una ciudadanía crítica de defensores del ambiente requerirá de

una capacitación constante y de la convergencia de diversos

actores (sociedad civil, empresarios y gobiernos) en un marco de corresponsabili

dad, donde no se sacrifiquen los criterios de sustentabilidad y preservación del

patrimonio natural. En la conciencia que la gestión ambiental requiere áreas científi

cas y legales, de forma enunciativa, declaramos los siguientes principios que debe

contener cualquier agenda nacional de política ambiental;

1. Integrar la educación ambiental a en todos los niveles educativos y particular

mente, a los tomadores de decisiones en los tres órdenes de gobierno.

2. Realizar de forma irrenunciable, la gestión integrada de la biodiversidad y de los

recursos naturales en los planes de desarrollo y programas operativos de las

entidades públicas que actúan sobre el territorio.

3. Valorar de forma equiparable e intrínsecamente unido, el bienestar de la gente, y

su derecho a participar de la gestión integrada del patrimonio natural y a un ambi
ente sano.

4. Avanzar en la conformación de sistemas de gobernanza de la sustentabilidad. Es

decir, buscar esquemas de concertación de intereses colectivos, privados y

estatales en las formas de gestión integrada del patrimonio natural del país.

5. Conocer, fortalecer y extender los esquemas de convivencia con la riqueza

biológica y tener una gestión integrada de la misma, con la conciencia que la mayor

parte de la riqueza biológica del país está en regiones habitadas por pobladores

originarios y/o campesinos.

6. Concillar la producción de energía y medio ambiente. Generar esquemas de vida

que sean menos demandantes de energía e Impulsar -de manera cuidadosa- la

generación de energía limpia y renovable a través de fuentes alternativas
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7. Establecer un equipo de trabajo, con un programa de seguimiento y auditoria
para las metas de Aichi, la Convención sobre Diversidad Biológica, el protocolo de
París y otros compromisos internacionales ratificados por México en materia de
biodiversidad, cambio climático y bienestar humano.

8. Incentivar, fomentar y respetar la participación ciudadana en la protección del
ambiente. Los homicidios de defensores del ambiente son agravios que en nuestra

sociedad no se deben seguir tolerando.

9. Establecer un porcentaje mínimo en el presupuesto federal, que permita el
óptimo funcionamiento de nuestras instituciones de estudio, protección, conser
vación de áreas naturales y de gestión ambiental.

10. Fortalecer los esquemas de contraloría social y auditoria ciudadana para denun
ciar prácticas irresponsables de actores externos y nacionales en nuestro territorio,
con énfasis en el sector energético, forestal, pesquero y minero.

11. Revisar y reformar la estructura legal del sector ambiental, con énfasis en la Ley
de General del Equilibrio Ecológico y la Protección ai Ambiente, la reforma

energética y la Ley General de Cambio Climático, entre otras, para que de manera
efectiva operen a favor de los procesos de sustentabilidad.

12. Reformar la estructura institucional del sector público a fin de lograr que el

sector ambiental opere con mejores criterios de eficiencia y en favor de la gober-
nanza democrática.

Con base en este diagnóstico y principios generales consideramos que Ahora debe
Integrar, a la brevedad posible, un equipo de trabajo multidisciplinarlo que pueda
solventar acciones:

' Legales. Para la asesoría y combate de proyectos lesivos al medio ambiente y que

están actualmente en curso.

' Legislativas. Para efecto de hacer cambios a leyes, normas y reglamentos naciona
les, estatales y municipales, a fin de incluir o direccionar los principios de sustentab
ilidad enunciados.

* Comunicativas. Para Integrar un cuerpo y energía social que facilite y acompañe

los cambios en las estructuras sociales necesarios para lograr la sustentabilidad y

equilibrio ambiental.

Súmate AHORA



Resultados del Diálogo Público AHORA - Por México al Frente

En diversos encuentros de las dirigencias de los partidos de la coalición Por México Al

Frente y de la coordinación de la iniciativa Ahora se expresó el interés por sostener un

dialogo público sobre el proyecto de país de cara a las elecciones del 2018 que

permita actuar juntos por la auténtica transformación de México.

Este es el resumen de las propuestas presentadas por AHORA en el diálogo público

realizado el 21 de marzo de 2018. Han sido aceptadas en lo general por el candidato

Ricardo Anaya y los dirigentes del Frente.'

•  La coalición electoral, parlamentaria y de gobierno, con una agenda de transición a

la democracia, estará formada por representantes de los partidos y de la sociedad.

•  Elecciones primarias obligatorias para la selección de los candidatos, abiertas y

organizadas por la autoridad electoral para romper el secuestro de las boletas.

•  Para controlar el dinero en la política; Redefmir el proceso de fiscalización para

sancionar con inhabilitación a candidatos que rebasen el tope o usen recursos

ilegales en las campañas

•  Para desmontar el presidencialismo: establecer mecanismos parlamentarios o

semi parlamentarios, para el gobierno de coalición.

•  Para contar con una Fiscalía General Independiente: aprobar la reforma al art. 102

constitucional conforme a la propuesta de la sociedad civil.

•  Para garantizar independencia y legalidad del poder judicial: Transformación del

- Consejo de la Judicatura con participación ciudadana.

•  Para garantizar un modelo democrático de relación del poder público con los
medios de comunicación: Reglamentar la publicidad gubernamental con base en el
art 134 constitucional

•  Para reducir el poder discrecional de Hacienda: Reglamentar los cambios

discrecionales en el presupuesto y en especial el Ramo 23

•  Frente a la violencia: Un nuevo modelo de seguridad ciudadana formulado por una
comisión autónoma profesional.

' Se acordó una comisión redactora integrada por representantes del Frente y AHORA para
ultimar la redacción de los acuerdos definitivos sobre cada una de estas propuestas.



•  Revocación de la Ley de Seguridad Interior.

•  Para reforzar la justicia en la transición: Ampliación del mandato de la Comisión
de la Verdad, como mecanismo institucional para la investigación y procesamiento
de casos graves de violación de derechos humanos.

•  Eliminación del fuero del Presidente, los Gobernadores, los Senadores y los
Diputados.

•  Frente a la desigualdad y la pobreza: Adopción del enfoque de desarrollo
sustentable, de derechos humanos, de género y de equidad e inclusión en un nuevo
modelo de desarrollo, económico y social.

•  Sustento constitucional y normativo para la democracia participativa.

•  Recuperar el poder adquisitivo de los salarios, a través de una nueva comisión de
salarios mínimos.

•  Crear un Registro Nacional Ciudadano, dinámico y universal, que funcione como
padrón único para la asignación de apoyos con recursos públicos a personas u
hogares.

•  Recuperación del conjunto de órganos de estado mediante procesos de selección
con comisiones de sociedad civil.

•  Dar independencia, solidez institucional y gobernanza democrática al SAT, a la
Unidad de Inteligencia Financiera de Hacienda, a la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, a los Consejos de la Judicatura, federal y de las entidades federativas, a
la Comisión Nacional de Salarios Mínimos y a la entidad responsable del Registro
Nacional Ciudadano que funcione como padrón único.

En el "Diálogo Público participaron por parte del Frente: Miguel Ángel Mancera,
Ricardo Anaya, Manuel Granados, Dante Delgado, Marcelo Torres, Santiago Creel,

Martha Tagle, Xóchitl Gálvez, Patricia Mercado, Jesús Ortega, Héctor Serrano, Marcela
Torres Peimbert, Guadalupe Acosta.

Por parte de AHORA, participaron Emilio Álvarez Icaza, Lucía Riojas, Alfredo Figueroa,
Carla Gómez, Rogelio Gómez Hermosillo, Héctor Villareal, Paulo Diez, Carlos Vázquez,
Patricia McCarthy, Lucero Alvarado, Antonio Sandoval, Andrés Treviño.

Previamente, el 18 de febrero, AHORA había firmado acuerdos con el Frente que
garantizan, entre otras cosas la autonomía e identidad propia de AHORA en caso de

incorporarse al Frente, sin subordinación ni integración a alguna de las fuerzas
políticas de la coalición.

El próximo domingo 25 de marzo, AHORA dará a conocer su resolución final sobre su
posible incorporación al Frente, así como sobre los espacios acordados y la redacción

final de los acuerdos de agenda compartida.
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